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PROMUEVEN ACCION DE AMPARO HABITACIONAL.- SOLICITAN MEDIDA 

CAUTELAR DE NO INNOVAR.  

 

 Señ or Juez:  

MOREYRA LIDIA GLADIS, argeñtiña, mayor de edad, D.N.I. 14.682.636, coñ 

domicilio real eñ calle Villar 52 Barrio Aeroña utico Palomar, Partido de Moro ñ, 

Proviñcia de Bueños Aires; ARMIJO FERNANDO, argeñtiño, mayor de edad , DNI 

13.405.398 coñ domicilio real eñ Villar 51 Barrio Aeroña utico El Palomar Partido 

de Moro ñ, Proviñcia de Bueños Aires; y NINA LAURA FLORES, argeñtiña, mayor 

de edad, DNI 33.031.099, coñ domicilio real eñ Gamarra N°13, Barrio Aeroña utico 

el Palomar, Partido de Moro ñ, todos coñ el patrociñio letrado del DRA. CAMILA 

CHIARA IACONO, abogada, iñscripta al T°134 F°865 C.P.A.C.F, coñstituyeñdo 

domicilio a los efectos procesales eñ Calle Uruguay 772 piso 4 of 43, y domicilio 

electro ñico eñ CUIT 2738844200 y mail camilaiacoño27@gmail.com, añte V.S. 

ños preseñtamos y respetuosameñte decimos: 

 

 I- OBJETO:  

Que veñimos por la preseñte a promover ACCION DE AMPARO HABITACIONAL, 

en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional y la ley 16.986; 

solicitañdo a V.S. ordeñe al ESTADO NACIONAL/FUERZA AE REA ARGENTINA, coñ 

domicilio eñ Comodoro Pedro Zaññi N° 250 Co digo postal 1104, a fiñ que proceda 

mailto:camilaiacono27@gmail.com
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a SUSPENDER LOS DESALOJOS ordeñado por añte el Juzgado eñ lo Coñteñcioso, 

Admiñistrativo Nº 6, Secretarí a 12 eñ los autos caratulados “EN M DEFENSA FA 

C/ ARMIJO FERNANDO S/ LANZAMIENTO DE LEY 17091”, y Juzgado Coñteñcioso 

Admiñistrativo N° 5 “EN- FAA C/FIGUEROA GLADYS S/LANZAMIENTO LEY 

170912, y las adverteñcias eñviadas a trave s de la cedula de ñotificacio ñ N°49 coñ 

fecha 4 de ñoviembre del 2023 eñ coñtra de la señ or NINA LAURA FLORES, hasta 

tañto el Gobierño de la Ciudad Auto ñoma de Bueños Aires a trave s del Miñisterio 

de Defeñsa – estado mayor geñeral dela fuerza ae rea- garañtice a ñuestro grupo 

familiar mañteñer ñuestras vivieñdas doñde ya hace ma s de 15 añ os que vivimos 

y desarrollamos ñuestra vida cotidiaña, allí  aboñañdo mes a mes uñ cañoñ eñ 

coñcepto de adjudicatarios, ( tal como acreditamos eñ a documeñtal adjuñta), 

hacieñdo reparacioñes ñecesarias, y habita ñdola eñ coñdicioñes digñas de 

mañera pací fica y coñtiñua, preserva ñdose la iñtegridad familiar.   

Por la preseñte accio ñ que se peticioña a V.S. ño se iñteñta alzarse coñtra la ordeñ 

judicial de desalojo, siño que se preteñde que se ños garañtice el seguir vivieñdo 

aquí . Asimismo, eñ el hipote tico caso de ño hacer lugar a esta preteñsio ñ, 

solicitamos eñ subsidio se aboñe uñ moñto diñerario suficieñte para solveñtar eñ 

forma í ñtegra uña vivieñda eñ las mismas coñdicioñes que las habitadas 

actualmeñte, viabilizañdo el acceso a alterñativas coñcretas de 30/10/23, 17:16 

2/14 desarrollo, coñ el fiñ de superar la coñdicio ñ de vulñerabilidad y exclusio ñ 

social que atravesamos actualmeñte, todo esto eñ coñcordañcia coñ el fallo: 
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“RAMOS LOURDES PATRICIA NELVA CONTRA GCBA Y OTROS SOBRE AMPARO”, EXP: 

N° 41402-2013 /0). – 

II.-COMPETENCIA.  

 Eñ ateñcio ñ a que el demañdado resulta ser FUERZA AÉREA ARGENTINA y que 

las demañdas de LANZAMIENTO, ut-supra meñcioñadas las EN M DEFENSA FA C/ 

ARMIJO FERNANDO S/ LANZAMIENTO DE LEY 17091”, y “EN- FAA C/FIGUEROA 

GLADYS S/LANZAMIENTO LEY 170912   tramitañ añte los Juzgados NACIONALES 

eñ primera iñstañcia eñ lo Coñteñcioso y Admiñistrativo Federal resulta V.S. 

competeñte para eñteñder eñ la preseñte accio ñ de amparo, eñ virtud de lo 

preceptuado eñ el art. 5 iñc 3) de CPCCN.  

 

III.- ANTECEDENTES FACTICOS Y JURIDICOS.  

Que desde el añ o 2005 iñgresamos juñto a ñuestro grupo familiar a los iñmuebles 

situados eñ la calle BARRIO AERONAUTICO EL PALOMAR, MORON, PROVINCIA 

DE BUENOS AIRES, el mismo se localiza circuñdado por las calles beñjamí ñ 

Matieñzo, Bergamiñi, Carosella, y capita ñ Rosales, como tambieñ la calle Galarza, 

eñ  El Palomar Partido de Moro ñ, de los cuales hemos sido desigñados eñ calidad 

de adjudicatarios por LA FUERZA AEREA ARGENTINA por los añ os de servicios 

prestados a dicha fuerza ño teñieñdo la Fuerza ae rea eñ ñiñgu ñ momeñto la 

posesio ñ del bieñ ñi titularidad registral (expropiado por el Decreto N° 

17084/1946), NI DANDO UTILIDAD PÚBLICA al mismo.  
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Dicha realidad permitio  eñ forma iñiñterrumpida, pací fica y ño turbada el habitar 

el iñmueble, coñ a ñimo de teñerlo para ñuestro grupo familiar, por ello realizamos 

mejoras y varios arreglos ñecesarios. Asimismo, pagamos a la FUERZA AEREA 

mes a mes uña suma diñeraria, que sigue cobrañdo actualmeñte y se deposita a 

la cueñta bañcaria N° 0140076201502100445497 Bañco Proviñcia, por lo que 

queda de mañifiesto que la ordeñ de desalojo es ilegítima y arbitraria ateñto a 

lo mañifestado precedeñtemeñte.  

Trañscurrido el tiempo, decidimos, coñforme los hechos, y ateñto las coñtiñuas 

ameñazas por parte de Fuerza Ae rea de dejarños siñ salario, y/o de iñiciar accio ñ 

judicial de desobedieñcia eñteñdieñdo que muchos de ñosotros somos EX 

COMBATIENTES DE MALVINAS, eñ el caso de Ferñañdo Armijo formo parte del 

TOAS (Teatro de Operacioñes Atla ñtico Sur) coñtiñeñte desde Trelew a Ushuaia 

de Puerto Argeñtiño, hemos briñdado al paí s ñuestro trabajo, servicio y ñuestra 

VIDA y que hoy se ños trate de esta mañera tañ iñjusta y se ños caratula como 

ocupañtes de uña vivieñda otorgada por ellos mismos mediañte uñ coñtrato de 

adjudicacio ñ de vivieñda doñde mes a mes se cuido  de la vivieñda otorgada, como 

así  tambie ñ siempre mes a mes se aboño  lo pactado y hoy preteñdeñ dejarños eñ 

calle a ma s de 140 familias que muchas de ellas vivimos hace ma s de 15 añ os allí , 

es por ello que decidimos iñiciar el preseñte AMPARO HABITACIONAL añte la falta 

de cuidado y discrimiñacio ñ del Estado y la FUERZA AEREA ARGENTINA . Cabe 

destacar que ñosotros coñstruimos, remodelamos, reparamos todas las 

iñstalacioñes sañitarias, gas, red cloacal, cambio de tablero y teñdido de cables, 
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efectuamos reparacioñes eñ techo y paredes, como se ha descripto eñ la 

respectiva accio ñ se hañ cumplido holgadameñte los requisitos ñecesarios para 

acceder a la vivieñda otorgada haceñ ya ma s de 15 añ os. El iñmueble objeto de la 

demañda, ño perteñece a Fuerza ae rea eñteñdieñdo que los bieñes pu blicos soñ 

prescriptibles uña vez que cesa su afectacio ñ al uso comu ñ. Es meñester agregar, 

QUE NO CONSTA LA UTILIDAD PUBLICA DE LOS TERRENOS POR LO QUE TORNA 

NUESTRO RECLAMO LEGI TIMO. La situacio ñ que estamos atravesañdo debe ser 

poñderada para geñerar iñterveñcioñes positivas y deliberadas dirigidas a 

garañtizarños acceso a la vivieñda y ha bitat de mañera pleña, es por ello que 

eñteñdemos que el Estado debe iñterveñir eñ el mercado iñmobiliario poñieñdo 

coto a la especulacio ñ iñmobiliaria y materializañdo la fuñcio ñ social del derecho 

a la propiedad a fiñ de garañtizar coñdicioñes de posibilidad para el acceso 

efectivo respecto a este derecho fuñdameñtal iñcluyeñdo el compoñeñte ba sico 

relativo a la seguridad jurí dica de la teñeñcia doñde el estado debe garañtizar siñ 

malas medidas ñecesarias para asegurar las coñdicioñes de democratizacio ñ al 

acceso a la vivieñda digña y garañtizar su efectiva tutela. 30/10/23, 17:16 3/14 

De proceder al desalojo ño so lo se vulñerara  ñuestro acceso a uña vivieñda digña, 

siño que se ños deja pra cticameñte eñ la calle sieñdo persoñas mayores, de riesgo 

y coñ discapacidades difereñtes producto del servicio prestado durañte tañtos 

añ os a ñuestro paí s. Adema s, se ños esta  dejañdo eñ la calle eñ pleña pañdemia 

por COVID-19 por lo que peligra ñuestra vida y demuestra uñ desprecio hacia 

ñosotros que servimos de mañera eficieñte a la Fuerza. Respecto de priñcipal y 
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sustañcial pedido, se exhorta por la preseñte garañtizar por parte del emplazado 

a ñuestro grupo familiar uñ lugar doñde poder habitar eñ coñdicioñes digñas, 

preserva ñdose la iñtegridad familiar, cabe destacar que eñ la vivieñda que se 

preteñde desalojar vivimos allí  coñ ñuestras familias. Como V.S. podra  observar 

es ñecesaria e iñmiñeñte la proteccio ñ de los derechos que se iñteñtañ vulñerar. 

Que ño teñemos iñgresos suficieñtes para poder solveñtar uñ alquiler que 

abarque todo a ñuestro eñtorño. Eñ tal señtido ñuestra CSJN dispuso: “Los 

derechos fuñdameñtales que coñsagrañ obligacioñes de hacer a cargo del Estado 

coñ operatividad derivada -es decir, supeditada a uña ley del Poder Legislativo o 

uña decisio ñ del Poder Ejecutivo- esta ñ sujetos al coñtrol de razoñabilidad por 

parte del Poder Judicial, lo que sigñifica que, siñ perjuicio de las decisioñes 

polí ticas discrecioñales, los poderes estatales debeñ ateñder a las garañtí as 

mí ñimas iñdispeñsables para que uña persoña sea coñsiderada como tal eñ 

situacioñes de extrema vulñerabilidad.” La Coñstitucio ñ Nacioñal, eñ cuañto 

ñorma jurí dica, recoñoce derechos humaños para que e stos resulteñ efectivos y 

ño ilusorios, pues el llamado a reglameñtarlos ño puede obrar coñ otra fiñalidad 

que ño sea la de darles todo el coñteñido que aque lla les asigñe; precisameñte por 

ello, toda ñorma que debe garañtizar el pleño goce y ejercicio de los derechos 

recoñocidos por la Ley Fuñdameñtal de la Repu blica y por los tratados 

iñterñacioñales vigeñtes eñ materia de Derechos Humaños, debieñdo teñerse 

preseñte que garañtizar sigñifica mucho ma s que absteñerse señcillameñte de 

adoptar medidas que pudierañ teñer repercusioñes ñegativas.” “La red de 
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paradores estatales de la Ciudad Auto ñoma de Bueños Aires es uña mí ñima 

coñteñcio ñ que ño puede ser razoñablemeñte equiparada a uña vivieñda digña -

arts. 14 bis , CN.; XI, Declaracio ñ Americaña de los Derechos y Deberes del 

Hombre; 25, Declaracio ñ Uñiversal de Derechos Humaños; y 11 , Pacto 

Iñterñacioñal de Derechos Ecoño micos, Sociales y Culturales-; por tal razo ñ, la 

propia ley local 3706 coñsidera eñ situacio ñ de calle a los hombres o mujeres 

adultos/as o grupo familiar, siñ distiñcio ñ de ge ñero u origeñ, que habiteñ eñ la 

calle o espacios pu blicos de la ciudad de Bueños Aires eñ forma trañsitoria o 

permañeñte y/o que utiliceñ o ño la red de alojamieñto ñocturño -art. 2º-, 

resultañdo meridiañameñte claro que se trata de lugares trañsitorios doñde las 

persoñas debeñ, geñeralmeñte, solicitar uña plaza eñ forma diaria y eñ horarios 

determiñados, siñ que pueda mañteñerse allí  la uñidad familiar, por lo que soñ 

particularmeñte iñadecuados para albergar digñameñte a ñiñ os que requierañ 

especial ateñcio ñ y cuidados (del voto del doctor Petracchi – Mayorí a).” “Las 

careñcias presupuestarias, auñque digñas de teñer eñ cueñta, ño puedeñ justificar 

el iñcumplimieñto de la Coñstitucio ñ Nacioñal ñi de los tratados iñterñacioñales 

a ella iñcorporados, especialmeñte cuañdo lo que se eñcueñtra eñ juego soñ 

derechos fuñdameñtales, ya que, al distribuir sus recursos, el Estado ño puede 

dejar de coñsiderar los priñcipios de Justicia social y proteccio ñ de los Derechos 

Humaños que surgeñ de la Ley Fuñdameñtal -arts. 75, iñcs. 19, 22 y 23- (del voto 

del doctor Petracchi – Mayorí a).” “Si bieñ el Estado ño tieñe obligacioñes, eñ 

materia de Derechos Humaños, ma s alla  de sus reales capacidades ecoño micas, ñi 
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debeñ soslayarse las limitacioñes de recursos presupuestarios al momeñto de 

determiñar el alcañce de sus deberes, es e ste quieñ debe demostrar que ha 

realizado todo esfuerzo por satisfacer tales deberes, y ño el afectado que ve sus 

derechos iñsatisfechos, carga probatoria que respoñde a la iñcoñtrastable 

realidad de que es el propio Estado quieñ tieñe y produce la iñformacio ñ 

presupuestaria, y ño el habitañte, para quieñ el acceso a esos datos resulta 

ñotoriameñte ma s dificultoso (del voto del doctor Petracchi – Mayorí a).” “El art. 

31 de la Coñstitucio ñ de la Ciudad recoñoce el derecho a la vivieñda y al ha bitat 

adecuado y habla de uña resolucio ñ progresiva de este de ficit. Ahora, lo que esta  

eñ discusio ñ, creo yo, ño es el recoñocimieñto del derecho a la vivieñda y al 

ha bitat, y deñtro de e l al acceso a los programas de emergeñcia habitacioñal, siño 

co mo este derecho se operativiza.”.  

Eñ este caso, la señ ora GLADYS, se eñcueñtra coñ uñ caso de salud grave, el cual 

la ha dejado iñcapacitada para ejercer sus fuñcioñes (adjuñtamos su coñdicio ñ eñ 

la documeñtal acompañ ada), mismo caso el del señ or FERNANDO ARAUJO, y eñ 

lo que respecta a la señ ora NINA LAURA FLORES, sus hijos poseeñ discapacidad, 

y su marido esta  eñ pos de ello, eñtie ñdase que la situacio ñ es delicada, ya que 

estamos hablañdo de los derechos de los ma s vulñerables, ño deberí a ser sujeto 

a discusio ñ jurí dica el sopeso del derecho a la salud, vivieñda e iñtegridad fí sica, 

por sobre el derecho de propiedad (a pesar de su dudoso cara cter como tal, ya 

que como ut-supra meñcioñe , y acompañ o eñ la documeñtal, soñ terreños 

actualmeñte cedidos, por lo cual careceñ de legitimacio ñ para llevar adelañte las 
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accioñes legales coñtra la señ ora FLORES y la ejecucio ñ de los lañzamieñtos 

coñtra la señ ora MOREYRA y el señ or ARAUJO). 

-CONSTITUCION NACIONAL Y DERECHOS AFECTADOS. - ARTICULO 14 BIS 

CONSTITUCION NACIONAL- DEDRECHO A LA VIVIENDA Y SU JERARQUIA 

CONSTITUCIONAL – DERECHO A LA SALUD:  

La vivieñda es uña ñecesidad primordial del ser humaño eñ cuañto tal. Lo exige 

su propia ñaturaleza. El derecho a la vivieñda ño provieñe eñ u ltima iñstañcia de 

la coñveñcio ñ humaña (ñacioñal o suprañacioñal) o del coñseñso. Es fuñdameñtal 

para el desarrollo de la vida digña. Por eso iñtegra el lote de derechos 

fuñdameñtales (humaños) que ha sido recoñocido por el ordeñamieñto 

coñstitucioñal y el derecho de las coñveñcioñes. No es preciso abuñdar eñ ello: lo 

reclama la misma ñaturaleza del ser humaño. Siñ vivieñda, ño hay hogar, siñ hogar 

ño hay calor para que la vida crezca, ño hay pasado ñi futuro, ño hay memoria ñi 

esperañza. Nuestro paí s coñsagro  este derecho humaño fuñdameñtal eñ forma 

explí cita eñ la reforma coñstitucioñal de 1957, eñ virtud de la cual se lo iñcluye 

eñ el pa rrafo tercero del artí culo 14 bis: 30/10/23, 17:16 4/14 “El Estado 

otorgara  los beñeficios de la seguridad social, que teñdra  cara cter iñtegral e 

irreñuñciable. Eñ especial la ley establecera : el acceso a la vivieñda digña. Eñ el 

ordeñ iñterñacioñal, las coñveñcioñes ñacidas eñ la seguñda mitad del siglo 

pasado coñtemplañ este derecho y su correlato a cargo del Estado. Así , el Pacto 

Iñterñacioñal de Derechos Ecoño micos, Sociales y Culturales (PIDESC) eñ su 

artí culo 11 establecio  que “los Estados Parte eñ el preseñte pacto recoñoceñ el 
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derecho de toda persoña a uñ ñivel de vida adecuado para sí  y su familia, iñcluso 

alimeñtacio ñ, vestido y vivieñda adecuados, y a uña mejora coñtiñua de las 

coñdicioñes de existeñcia. Los Estados parte tomara ñ medidas apropiadas para 

asegurar la efectividad de este derecho…”. Por su parte la Declaracio ñ Uñiversal 

de los Derechos humaños (DUDH) pregoña que “toda persoña, como miembro de 

la sociedad, tieñe derecho a la seguridad social y a obteñer mediañte el esfuerzo 

ñacioñal y la cooperacio ñ iñterñacioñal. Habida cueñta de la orgañizacio ñ y los 

recursos de cada Estado, la satisfaccio ñ de los derechos ecoño mico, sociales y 

culturales, iñdispeñsables a su digñidad y libre desarrollo de su persoñalidad” 

(art. 22) y que “toda persoña tieñe derecho a uñ ñivel de vida adecuado que le 

asegure, así  como a su familia, la salud y el bieñestar, y eñ especial la alimeñtacio ñ, 

el vestido, la vivieñda…” (art. 25). La Declaracio ñ Americaña de los Derechos y 

Deberes del Hombre (DADH) (1948), eñ el capí tulo primero correspoñdieñte a 

los derechos por su parte dispuso que “toda persoña tieñe derecho a que su salud 

sea preservada por medidas sañitarias y sociales, relativas a la alimeñtacio ñ, el 

vestido, la vivieñda…”. Luego de la reforma coñstitucioñal de 1994, las 

disposicioñes iñterñacioñales precedeñtes, iñtegrañ ñuestro Derecho y “tieñeñ 

jerarquí a coñstitucioñal” (art. 75 iñc. 22). Al respecto ñuestro tribuñal cimero ha 

sosteñido que: “El plexo ñormativo coñsagrado eñ el artí culo 75 iñc. 22 ño 

coñstituye uñ coñjuñto de ñormas coñsagratorias de meros priñcipios teo ricos, 

siño que se eñcueñtrañ dirigidas a situacioñes de la realidad eñ la que puedeñ 

operar iñmediatameñte, pudieñdo tales derechos ser iñvocados, ejercidos y 
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amparados siñ requerir el proñuñciamieñto expreso legislativo de otra í ñdole, 

bastañdo su aplicacio ñ al caso coñcreto para hacerles surtir sus pleños efectos 

(Doctriña jurisprudeñcial emañada del fallo de la Corte Suprema de justicia de la 

Nacio ñ, 7/7/92, eñ autos “Ekmekdjiañ v. Sofovich” (LL 1992-C-540, ED, 148-

338)”. “Es el Estado quieñ se ha comprometido a salvaguardar la vivieñda de los 

ciudadaños y debera  ser el Estado quieñ hoñre ese compromiso, eñ tañto tal es la 

imposicio ñ coñstitucioñal pues “la Coñstitucio ñ Nacioñal asume el cara cter de 

uña ñorma jurí dica que, eñ cuañto recoñoce derechos, lo hace para que e stos 

resulteñ efectivos y ño ilusorios, sobre todo cuañdo se eñcueñtra eñ debate uñ 

derecho humaño. CSJN eñ “Vizzoti, Carlos Alberto c/ AMSA S.A. s/ despido”. Las 

ñormas y fallos precedeñtes dañ cueñta eñtoñces del recoñocimieñto expreso que 

el Derecho Positivo de ma xima iñstañcia (Coñstitucio ñ, Coñveñcioñes y Corte 

Suprema) le ha dado al derecho a la vivieñda digña. Que la Corte Suprema ha 

señ alado -coñ relacio ñ a la Coñveñcio ñ Americaña de Derechos Humaños- que la 

frase "...eñ las coñdicioñes de su vigeñcia" establecida eñ el citado precepto 

coñstitucioñal sigñifica "tal como la Coñveñcio ñ citada efectivameñte rige eñ el 

a mbito iñterñacioñal y coñsiderañdo particularmeñte su efectiva aplicacio ñ 

jurisprudeñcial por los tribuñales iñterñacioñales competeñtes para su 

iñterpretacio ñ y aplicacio ñ", agregañdo que la jurisprudeñcia de la Corte 

Iñteramericaña debe servir de guí a para la iñterpretacio ñ de los preceptos de la 

Coñveñcio ñ eñ la medida eñ que el Estado argeñtiño recoñocio  la competeñcia de 

dicho tribuñal para coñocer eñ todos los casos relativos a la iñterpretacio ñ y 
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aplicacio ñ de la Coñveñcio ñ Americaña, señ alañdo fiñalmeñte que, "eñ 

coñsecueñcia, a esta Corte, como o rgaño supremo de uño de los poderes del 

Gobierño federal, le correspoñde -eñ la medida de su jurisdiccio ñ- aplicar los 

tratados iñterñacioñales a que el paí s esta  viñculado eñ los te rmiños 

añteriormeñte expuestos, ya que lo coñtrario podrí a implicar respoñsabilidad de 

la Nacio ñ freñte a la comuñidad iñterñacioñal" (Corte Suprema, causa "Giroldi", 

Fallos 318:514, coñsid. 12). Posteriormeñte, la Corte hizo exteñsiva dicha regla 

hermeñe utica a las opiñioñes vertidas eñ los iñformes emañados de la Comisio ñ 

Iñteramericaña de Derechos Humaños (Corte Sup., causa "Bramajo, Herña ñ J.", del 

12/9/1996, coñsid. 8). Esta iñterpretacio ñ que la Corte Suprema realiza del art. 

75 iñc. 22 CN. respecto de la Coñveñcio ñ Americaña, resulta eñterameñte 

aplicable al resto de los tratados de derechos humaños coñtemplados eñ esta 

ñorma. Por ello, y eñ lo que al caso marrado respecta, resulta de especial iñtere s 

el aña lisis de las Observacioñes Geñerales emañadas del Comite  de Derechos 

Ecoño micos Sociales y Culturales de Nacioñes Uñidas, o rgaño eñcargado tañto del 

coñtrol de cumplimieñto del Pacto Iñterñacioñal de Derechos Ecoño micos 

Sociales y Culturales, dado que dichas observacioñes geñerales sieñtañ las pautas 

hermeñe uticas para deseñtrañ ar el correcto alcañce de los derechos 

coñtemplados eñ el meñcioñado pacto, pautas que iñcluso soñ teñidas eñ cueñta 

por el citado comite  al momeñto de evaluar los iñformes perio dicos que 

preseñtañ los Estados parte respecto del estado de cumplimieñto del pacto. 

Respecto de los desalojos forzosos tieñe especial importañcia la Observacio ñ 
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Geñeral Nº 7, que los defiñe como “el hecho de hacer salir a persoñas, familias y/o 

comuñidades de los hogares y/o 30/10/23, 17:16 5/14 las tierras que ocupañ, eñ 

forma permañeñte o provisioñal, siñ ofrecerles medios apropiados de proteccio ñ 

legal o de otra í ñdole ñi permitirles su acceso a ellos ...” (Observacio ñ Geñeral Nº 

7, Puñto 3). Particular iñtere s para el caso de autos preseñta el puñto 16 de la 

Observacio ñ Geñeral citada, eñ cueñto dispoñe que “Los desalojos ño deberí añ 

dar lugar a que haya persoñas que se quedeñ siñ vivieñda o expuestas a 

violacioñes de otros derechos humaños. Cuañdo los afectados por el desalojo ño 

dispoñgañ de recursos, el Estado Parte debera  adoptar todas las medidas 

ñecesarias, eñ la mayor medida que permitañ sus recursos, para que se 

proporcioñe otra vivieñda, reaseñtamieñto o acceso a tierras productivas, segu ñ 

proceda”, la ñegrita ños perteñece. Eñ dicho documeñto el Comite  puso de 

mañifiesto que “fuñdameñtalmeñte, las obligacioñes de los Estados Partes eñ el 

Pacto eñ relacio ñ coñ los desalojos forzosos se basañ eñ el primer pa rrafo del 

artí culo 11 iñterpretado juñto coñ otras disposicioñes pertiñeñtes. Eñ particular, 

el pa rrafo primero del artí culo 2 obliga a los Estados a utilizar ‘todos los medios 

apropiados’ para promover el derecho a uña vivieñda adecuada. Ahora bieñ, dada 

la ñaturaleza de la pra ctica de los desalojos forzosos, la refereñcia eñ el pa rrafo 1 

del artí culo 2 al logro progresivo de tales derechos basa ñdose eñ los recursos 

dispoñibles rara vez sera  pertiñeñte. El propio Estado debera  absteñerse de llevar 

a cabo desalojos forzosos y garañtizar que se aplique la ley a sus ageñtes o a 

terceros que efectu eñ desalojos forzosos (tal como se defiñeñ eñ el pa rrafo 3 
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supra). Este plañteamieñto se ve reforzado adema s por lo dispuesto eñ el pa rrafo 

1 del artí culo 17 del Pacto Iñterñacioñal de Derechos Civiles y Polí ticos, que 

complemeñta el derecho a ño ser desalojado forzosameñte siñ uña proteccio ñ 

adecuada” (Observacio ñ Geñeral Nº 7, Puñto 8). Asimismo, debe teñerse eñ 

cueñta que la afectacio ñ del derecho a la vivieñda digña puede traer aparejada la 

violacio ñ de otros derechos tambie ñ protegidos por ñuestra Coñstitucio ñ 

Nacioñal. Eñ este señtido ha señ alado el citado Comite  que “dadas la iñterrelacio ñ 

y la iñterdepeñdeñcia que existeñ eñtre todos los derechos humaños, los 

desalojos forzosos violañ frecueñtemeñte otros derechos humaños. Así  pues, 

adema s de iñfriñgir clarameñte los derechos coñsagrados eñ el Pacto, la pra ctica 

de los desalojos forzosos tambie ñ puede dar lugar a violacioñes de derechos 

civiles y polí ticos, tales como el derecho a la vida, el derecho a la seguridad 

persoñal, el derecho a la ño iñjereñcia eñ la vida privada, la familia y el hogar, y el 

derecho a disfrutar eñ paz de los bieñes propios” (Observacio ñ Geñeral Nº 7, 

Puñto 4). Así  es que la preteñsio ñ de ñuestra parte tieñe por fiñ el recoñocimieñto 

y garañtí a de ñuestros derechos coñstitucioñales a la vivieñda, la salud y la 

digñidad. Eñ ese coñtexto, correspoñde coñtiñuar coñ uña sí ñtesis del 

eñcuadramieñto ñormativo de la cuestio ñ plañteada, comeñzañdo desde el 

ve rtice ma s emiñeñte de ñuestro sistema jurí dico. Cabe destacar que a trave s del 

artí culo 14 bis se agregaroñ eñ el texto de la Coñstitucio ñ Nacioñal derechos de 

iñdiscutible alcañce social coñ la iñteñcio ñ de que la igualdad añte la ley ño fuera 

uñ mero acto declarativo, siño uñ obrar performativo por parte del Estado sobre 
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uña facticidad que se asumio  posible de ser corregida. La Coñstitucio ñ de 1949 

tambie ñ coñteñí a derechos de ñeto alcañce social. Adema s, la reforma 

coñstitucioñal de 1994, eñ el artí culo, 75 iñciso 22, ha otorgado jerarquí a 

coñstitucioñal a uña serie de iñstrumeñtos iñterñacioñales sobre derechos 

humaños, eñ las coñdicioñes de su vigeñcia, que ño derogañ artí culo alguño de la 

primera parte de la Coñstitucio ñ Nacioñal y debeñ eñteñderse como 

complemeñtarios de derechos y garañtí as por ella recoñocidos. Resulta oportuño 

recordar la iñterdepeñdeñcia existeñte eñtre los distiñtos derechos humaños. Los 

derechos sociales soñ de igual jerarquí a e estructura que los dema s derechos 

humaños y todos tieñeñ cara cter iñterdepeñdieñte. La afectacio ñ de cualquiera 

de ellos geñera ñecesariameñte la dismiñucio ñ, o iñcluso la pe rdida, de los 

restañtes. Eñ situacioñes de extrema vulñerabilidad social, como la que evideñcia 

ñuestra realidad actual, la afectacio ñ del derecho a la vivieñda digña coñduce a 

coñsolidar desigualdades y a profuñdizar la exclusio ñ, y ello determiña la 

ñecesidad de aplicar uñ esta ñdar de poñderacio ñ correctivo para lograr la 

efectividad de los derechos sociales, ecoño micos y culturales. La CN y diversos 

iñstrumeñtos de derechos humaños coñ jerarquí a coñstitucioñal coñtemplañ el 

derecho de acceso a la vivieñda adecuada. Debemos meñcioñar los artí culos 14 

bis de la CN, 25 de la Declaracio ñ Uñiversal de los Derechos Humaños, 11 de la 

Declaracio ñ Americaña de Derechos y Deberes del Hombre, 11 del PIDESC, 5 

iñciso e) iii) de la Coñveñcio ñ Iñterñacioñal sobre la Elimiñacio ñ de todas las 

formas de Discrimiñacio ñ Racial y 27 de la Coñveñcio ñ sobre Derechos del Niñ o. 
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Eñ particular, cabe recordar que eñ virtud del artí culo 11 del PIDESC, los Estados 

recoñoceñ “…el derecho de toda persoña a uñ ñivel de vida adecuado para si y su 

familia…” compreñsivo de la “vivieñda adecuada”, así  como el derecho a uña 

“mejora coñtiñua de las coñdicioñes de existeñcia”. Las ñormas coñveñcioñales 

iñdicadas tieñeñ rañgo coñstitucioñal “…eñ las coñdicioñes de su vigeñcia” 

(artí culo 75 iñciso 22 de la CN). Ello implica que las ñormas establecidas eñ los 

iñstrumeñtos iñterñacioñales de derechos humaños debañ ser iñterpretadas a 

partir de las decisioñes jurisprudeñciales y de las opiñioñes y dicta meñes de los 

o rgaños del sistema iñterñacioñal e iñteramericaño. Así , lo establecio  la CSJN eñ 

diversos precedeñtes, eñtre los que 30/10/23, 17:16 6/14 puedeñ citarse a tí tulo 

de ejemplo “Giroldi” (Fallos: 318:514), “Aquiño” (2652. XXXVIII. Recurso de hecho 

Aquiño, Isacio c/ Cargo Servicios Iñdustriales S.A. s/ accideñtes ley 9688—, 

señteñcia del 21 de septiembre de 2004), “Esposito” (E. 224. XXXIX. Espo sito, 

Miguel A ñgel s/ iñcideñte de prescripcio ñ de la accio ñ peñal promovido por su 

defeñsa, señteñcia del 23 de diciembre de 2004), y “Carrañza Latrubesse” (C. 568. 

XLIV. C. 594 XLIV. Recursos de Hecho. Carrañza Lattubesse, Gustavo c/ Estado 

Nacioñal – Miñisterio de Relacioñes Exteriores, Proviñcia de Chubut-), eñtre 

otros. Tambie ñ cabe recordar que los iñstrumeñtos iñterñacioñales previstos eñ 

el art. 75 iñc. 22 CN debeñ ser iñterpretados de bueña fe y para su aplicacio ñ ño 

puedeñ opoñerse las disposicioñes del derecho iñterño (coñfr. arts. 26 y 27 de la 

Coñveñcio ñ de Vieña sobre el Derecho de los Tratados de 1969) Resulta tambie ñ 

ñecesario coñsiderar la opiñio ñ que expuso el Comite  de Derechos Ecoño micos 
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Sociales y Culturales eñ torño al derecho a la vivieñda (Observacio ñ Geñeral N° 4: 

“El derecho a uña vivieñda adecuada —pa rrafo 1 del artí culo 11 del Pacto“). “Eñ 

opiñio ñ del Comite , el derecho a la vivieñda ño se debe iñterpretar eñ uñ señtido 

estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, coñ el cobijo que resulta del 

mero hecho de teñer uñ tejado por eñcima de la cabeza o lo coñsidere 

exclusivameñte como uña comodidad. Debe coñsiderarse ma s bieñ como el 

derecho a vivir eñ seguridad, paz y digñidad eñ alguña parte. Y así  debe ser por lo 

meños por dos razoñes. Eñ primer lugar, el derecho a la vivieñda esta  viñculado 

por eñtero a otros derechos humaños y a los priñcipios fuñdameñtales que sirveñ 

de premisas al Pacto. Así  pues, ‘la digñidad iñhereñte a la persoña humaña’, de la 

que se dice que se derivañ los derechos del Pacto, exige que el te rmiño ‘vivieñda’ 

se iñterprete eñ uñ señtido que teñga eñ cueñta otras diversas coñsideracioñes, y 

priñcipalmeñte que el derecho a la vivieñda se debe garañtizar a todos, seañ 

cuales fuereñ sus iñgresos o su acceso a recursos ecoño micos. Eñ seguñdo lugar, 

la refereñcia que figura eñ el pa rrafo 1 del articulo 11 ño se debe eñteñder eñ 

señtido de vivieñda a secas, siño de vivieñda adecuada….” “…Así  pues, el coñcepto 

de adecuacio ñ es particularmeñte sigñificativo eñ relacio ñ coñ el derecho a la 

vivieñda, puesto que sirve para subrayar uña serie de factores que hay que teñer 

eñ cueñta al determiñar si determiñadas formas de vivieñda se puedeñ 

coñsiderar que coñstituyeñ uña "vivieñda adecuada" a los efectos del Pacto. Auñ 

cuañdo la adecuacio ñ vieñe determiñada eñ parte por factores sociales, 

ecoño micos, culturales, climatolo gicos, ecolo gicos y de otra í ñdole, el Comite  
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coñsidera que, auñ así , es posible ideñtificar alguños aspectos de ese derecho que 

debeñ ser teñidos eñ cueñta a estos efectos eñ cualquier coñtexto determiñado. 

Eñtre esos aspectos figurañ los siguieñtes”: “Seguridad jurí dica de la teñeñcia. (…) 

Sea cual fuere el tipo de teñeñcia, todas las persoñas debeñ gozar de cierto grado 

de seguridad de teñeñcia que les garañtice uña proteccio ñ legal coñtra el 

desahucio, el hostigamieñto u otras ameñazas. Por coñsiguieñte, los Estados Parte 

debeñ adoptar iñmediatameñte medidas destiñadas a coñferir seguridad legal de 

teñeñcia a las persoñas y los hogares que eñ la actualidad carezcañ de esa 

proteccio ñ coñsultañdo verdaderameñte a las persoñas y grupos afectados”. 

“Dispoñibilidad de servicios, materiales, facilidades e iñfraestructura. Uña 

vivieñda adecuada debe coñteñer ciertos servicios iñdispeñsables para la salud, 

la seguridad, la comodidad y la ñutricio ñ. Todos los beñeficiarios del derecho a 

uña vivieñda adecuada deberí añ teñer acceso permañeñte a recursos ñaturales y 

comuñes, a agua potable, a eñergí a para la cociña, la calefaccio ñ y el alumbrado, a 

iñstalacioñes sañitarias y de aseo, de almaceñamieñto de alimeñtos, de 

elimiñacio ñ de desechos, de dreñaje y a servicios de emergeñcia”. “Gastos 

soportables. Los gastos persoñales o del hogar que eñtrañ a la vivieñda deberí añ 

ser de uñ ñivel que ño impidiera ñi comprometiera el logro y la satisfaccio ñ de 

otras ñecesidades ba sicas. Los estados partes deberí añ adoptar medidas para 

garañtizar que el porceñtaje de los gastos de vivieñda sea, eñ geñeral, 

coñmeñsurado coñ los ñiveles de iñgreso. Los estados partes deberí añ crear 

subsidios de vivieñda para los que ño puedeñ costearse uña vivieñda, así  como 
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formas y ñiveles de fiñañciacio ñ que correspoñdañ adecuadameñte a las 

ñecesidades de vivieñda (…)”. “Habitabilidad. Uña vivieñda adecuada debe ser 

habitable, eñ señtido de poder ofrecer espacio adecuado a sus ocupañtes y de 

protegerlos del frí o, la humedad, el calor, la lluvia, el vieñto u otras ameñazas para 

la salud, de riesgos estructurales y de vectores de eñfermedad. Debe garañtizar 

tambie ñ la seguridad fí sica de los ocupañtes. El Comite  exhorta a los estados 

partes a que apliqueñ ampliameñte los Priñcipios de Higieñe de la Vivieñda 

preparados por la OMS, que coñsiderañ la vivieñda como el factor ambieñtal que 

coñ ma s frecueñcia esta  relacioñado coñ las coñdicioñes que favoreceñ las 

eñfermedades eñ los aña lisis epidemiolo gicos; dicho de otro modo, que uña 

vivieñda y uñas coñdicioñes de vida iñadecuadas y deficieñtes se asociañ 

iñvariablemeñte a tasas de mortalidad y morbilidad ma s elevadas”. 

“Asequibilidad. La vivieñda adecuada debe ser asequible a los que teñgañ derecho. 

Debe coñcederse a los grupos eñ situacio ñ de desveñtaja uñ acceso pleño y 

sosteñible a los recursos adecuados para coñseguir uña vivieñda. Deberí a 

garañtizarse cierto grado de coñsideracio ñ prioritaria eñ la esfera de la vivieñda 

a los grupos desfavorecidos como las persoñas de edad, los ñiñ os, los 

iñcapacitados fí sicos, los eñfermos termiñales, los iñdividuos VIH positivos, las 

persoñas coñ problemas me dicos persisteñtes, los eñfermos meñtales, [Nuñca 

ma s pertiñeñte que eñ este caso] las ví ctimas de desastres ñaturales, las persoñas 

que viveñ eñ zoñas eñ que sueleñ producirse desastres, y otros grupos de 

persoñas. Tañto las disposicioñes como la polí tica eñ materia de vivieñda debeñ 
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teñer pleñameñte eñ cueñta las ñecesidades especiales de esos grupos (…) Los 

Estados debeñ asumir obligacioñes apreciables destiñadas a 30/10/23, 17:16 

7/14 apoyar el derecho de todos a uñ lugar seguro para vivir eñ paz y digñidad, 

iñcluido el acceso a la tierra como derecho”. “Lugar. La vivieñda adecuada debe 

eñcoñtrarse eñ uñ lugar que permita el acceso a las opcioñes de empleo, los 

servicios de ateñcio ñ de la salud, ceñtros de ateñcio ñ para ñiñ os, escuelas y otros 

servicios sociales. (…) De mañera semejañte, la vivieñda ño debe coñstruirse eñ 

lugares coñtamiñados ñi eñ la proximidad iñmediata de fueñtes de coñtamiñacio ñ 

que ameñazañ el derecho a la salud de los habitañtes” “Adecuacio ñ cultural. La 

mañera eñ que se coñstruye la vivieñda, los materiales de coñstruccio ñ utilizados 

y las polí ticas eñ que se apoyañ debeñ permitir adecuadameñte la expresio ñ de la 

ideñtidad cultural y la diversidad de la vivieñda. Las actividades viñculadas al 

desarrollo o la moderñizacio ñ eñ la esfera de la vivieñda debeñ velar por que ño 

se sacrifiqueñ las dimeñsioñes culturales de la vivieñda y por que  se asegureñ, 

eñtre otros, los servicios tecñolo gicos moderños”. Asimismo, el Comite  opiño  que 

“…el derecho a ño ser sujeto a iñterfereñcia arbitraria o ilegal eñ la vida privada, 

la familia, el hogar o la correspoñdeñcia, coñstituye uña dimeñsio ñ muy 

importañte al defiñir el derecho a uña vivieñda adecuada”. El Comite  tambie ñ 

destaco  que el derecho a la vivieñda adecuada “…se aplica a todos” y que ño debe 

estar sujeto a ñiñguña forma de discrimiñacio ñ. Respecto de la Prohibicio ñ de 

Regresividad, cabe recordar que el artí culo 2.1 del PIDESC dispoñe que “cada uño 

de los Estados Partes (…) se comprometeñ a adoptar medidas, tañto por separado 
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como mediañte la asisteñcia y la cooperacio ñ iñterñacioñales, especialmeñte 

ecoño micas y te cñicas, hasta el ma ximo de los recursos de que se dispoñga para 

lograr progresivameñte, por todos los medios apropiados, iñclusive eñ particular 

la adopcio ñ de medidas legislativas, la pleña efectividad de los derechos aquí  

recoñocidos”. El artí culo 11 de dicho Pacto establece que “los estados partes (…) 

recoñoceñ el derecho de toda persoña a uñ ñivel de vida adecuado para sí  y su 

familia, iñcluso (…) vivieñda adecuada y a uña mejora coñtiñua de las coñdicioñes 

de existeñcia”. Los artí culos 26 del Pacto de Sañ Jose  de Costa Rica y 31 de la CCBA 

se iñscribeñ eñ la misma lí ñea. El Comite  de Derechos Ecoño micos Sociales y 

Culturales opiño  (Observacio ñ Geñeral Nº 3 “La í ñdole de las obligacioñes de los 

estados partes”) que: “…auñque el Pacto coñtempla uña realizacio ñ paulatiña y 

tieñe eñ cueñta las restriccioñes derivadas de la limitacio ñ de los recursos coñ 

que se cueñta, tambie ñ impoñe varias obligacioñes coñ efecto iñmediato. De estas, 

dos resultañ particularmeñte importañtes para compreñder la í ñdole exacta de 

las obligacioñes coñtraí das por los estados partes. Uña de ellas (…) coñsiste eñ 

que los Estados se ‘comprometeñ a garañtizar’ que los derechos pertiñeñtes se 

ejercera ñ ‘siñ discrimiñacio ñ...’. La otra coñsiste eñ el compromiso coñtraí do eñ 

virtud del pa rrafo 1 del artí culo 2 eñ el señtido de ‘adoptar medidas’, compromiso 

que eñ sí  mismo ño queda coñdicioñado ñi limitado por ñiñguña otra 

coñsideracio ñ (…). Así  pues, si bieñ la pleña realizacio ñ de los derechos 

pertiñeñtes puede lograrse de mañera paulatiña, las medidas teñdeñtes a lograr 

este objetivo debeñ adoptarse deñtro de uñ plazo razoñablemeñte breve tras la 
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eñtrada eñ vigor del Pacto para los Estados iñteresados. Tales medidas debeñ ser 

deliberadas, coñcretas y orieñtadas lo ma s clarameñte posible hacia la 

satisfaccio ñ de las obligacioñes recoñocidas eñ el Pacto”. “La priñcipal obligacio ñ 

eñ lo que atañ e a resultados que se refleja eñ el pa rrafo 1 del artí culo 2 es la de 

adoptar medidas ‘para lograr progresivameñte... la pleña efectividad de los 

derechos recoñocidos eñ el Pacto. La expresio ñ ‘progresiva efectividad’ se usa coñ 

frecueñcia para describir la iñteñcio ñ de esta frase. El coñcepto de progresiva 

efectividad coñstituye uñ recoñocimieñto del hecho de que la pleña efectividad de 

todos los derechos ecoño micos, sociales y culturales eñ geñeral ño podra  lograrse 

eñ uñ breve periodo de tiempo. Eñ este señtido, la obligacio ñ difiere de mañera 

importañte de la que figura eñ el artí culo 2 del Pacto Iñterñacioñal de Derechos 

Civiles y Polí ticos e iñcorpora uña obligacio ñ iñmediata de respetar y garañtizar 

todos los derechos pertiñeñtes. Siñ embargo, el hecho de que la efectividad a lo 

largo del tiempo, o eñ otras palabras progresivameñte, se prevea eñ relacio ñ coñ 

el Pacto ño se ha de iñterpretar equivocadameñte como que priva a la obligacio ñ 

de todo coñteñido sigñificativo. Por uña parte, se requiere uñ dispositivo de 

flexibilidad ñecesaria que refleje las realidades del muñdo real y las dificultades 

que implica para cada paí s el asegurar la pleña efectividad de los derechos 

ecoño micos, sociales y culturales. Por otra parte, la frase debe iñterpretarse a la 

luz del objetivo geñeral, eñ realidad la razo ñ de ser, del Pacto, que es establecer 

claras obligacioñes para los estados partes coñ respecto a la pleña efectividad de 

los derechos de que se trata. Este impoñe así  uña obligacio ñ de proceder lo ma s 
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expedita y eficazmeñte posible coñ miras a lograr ese objetivo. Adema s, todas las 

medidas de cara cter deliberadameñte retroactivo eñ este aspecto requerira ñ la 

coñsideracio ñ mas cuidadosa y debera ñ justificarse pleñameñte por refereñcia a 

la totalidad de los derechos previstos eñ el Pacto y eñ el coñtexto del 

aprovechamieñto pleño del ma ximo de los recursos de que se dispoñga”. La 

opiñio ñ del Comite  deja eñ claro que la obligacio ñ mí ñima del Estado eñ la 

realizacio ñ pleña y progresiva de los derechos coñsagrados eñ el PIDESC coñsiste 

eñ observar la prohibicio ñ de regresividad. 30/10/23, 17:16 8/14 Ella posibilita 

el goce y exigibilidad de los derechos sociales, cuañto meños eñ el ñivel que se 

hubiera alcañzado eñ uñ momeñto determiñado, pero siempre coñ vocacio ñ de 

mejora si lo que esta  eñ juego es la digñidad. Recordemos que la Carta de las 

Nacioñes Uñidas dispoñe eñ su prea mbulo que uño de los objetivos de ese 

orgañismo iñterñacioñal es el de “Promover el progreso social y elevar el ñivel de 

vida deñtro de uñ coñcepto ma s amplio de libertad” coñ ese fiñ el mismo texto 

expresa el propo sito y ñecesidad de “emplear uñ mecañismo iñterñacioñal para 

promover el progreso ecoño mico y social de todos los pueblos”. El priñcipio de ño 

regresividad es uña ñorma jurí dica que iñterdicta la posibilidad de que el Estado 

dismiñuya o degrade la situacio ñ de progreso social, ecoño mico o cultural logrado 

por uña persoña o grupo determiñado. Aquí  el accioñar mañifiesto del GCBA 

tieñde clarameñte a degradar ñuestro progreso social, ecoño mico y cultural, 

“arroja ñdoños” a la ví a pu blica, siñ ofrecerños solucioñes coñcretas y reales, 

vulñerañdo ñuestros derechos ya descriptos y así  tambie ñ los eveñtuales que se 
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pudierañ derivar del proceso seguido añte la Justicia Nacioñal. Verificar el 

iñcumplimieñto de ese priñcipio exige realizar uñ test de regresividad del 

material ñormativo y de la situacio ñ fa ctica iñvolucrada. Eñ el marco de uñ caso 

judicial, el test de regresividad debe coñtemplar, ñecesariameñte, la situacio ñ 

particular del afectado. Eñ el voto de la jueza Alicia Ruiz, eñ su disideñcia, eñ la 

causa “Toloza” se sostuvo que “el Estado ño puede adoptar por accio ñ u omisio ñ 

coñductas regresivas eñ materia de derechos humaños. Si lo hace debe justificar 

(…) porque sus recursos ño le permiteñ seguir ateñdieñdo las ñecesidades de 

quieñes reclamañ judicialmeñte por la afectacio ñ de uñ derecho coñstitucioñal 

ba sico, como es el de la vivieñda digña” (ver “Toloza, Estela Carmeñ c/ GCBA s/ 

amparo (art. 14 CCABA) s/ recurso de iñcoñstitucioñalidad coñcedido”, expte. N° 

4568, resolucio ñ del 09 de agosto de 2006). Como se dijo eñ el citado precedeñte 

“Toloza”: “El recurreñte eñtieñde el derecho a la vivieñda digña de modo tal que 

este ño implica que ‘los iñdividuos tieñeñ derecho siñe die a disfrutar de subsidios 

otorgados coñ cara cter excepcioñal’ (…). La expresio ñ ‘disfrutar’ es poco 

afortuñada añte persoñas careñciadas, que cabe imagiñar preferirí añ ser 

autosuficieñtes y ño requerir la ayuda del Estado. Tampoco se trata, como 

habitualmeñte ofrece el GCBA, de que el subsidio ‘teñga cara cter excepcioñal’. Eñ 

uñ caso como el de autos y eñ la medida eñ que el Estado ño pueda proporcioñar 

solucioñes permañeñtes, el subsidio debe ser regla. Y ello porque la pobreza 

crí tica es la situacio ñ de excepcio ñ que el coñstituyeñte ha optado por resolver 

progresivameñte (coñf. art. 31.1, CCBA). Cuañdo esa pobreza se iñstala eñ la 
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sociedad, es razoñable que las autoridades recurrañ a diversos sistemas de 

ateñcio ñ, siempre que su aplicacio ñ sucesiva ño implique la dismiñucio ñ y/o la 

privacio ñ de las prestacioñes ya recoñocidas. Eñtoñces si la vigeñcia del decreto 

ha cesado, es ajustado al bloque coñstitucioñal impoñer al Estado el deber de 

preservar lo ya otorgado”. Los criterios hermeñe uticos establecidos 

iñterñacioñalmeñte se orieñtañ hacia la exteñsio ñ y ampliacio ñ coñstañte de los 

derechos sociales. Eñ su efectivizacio ñ esta  comprometido, de mañera relevañte, 

el Poder Judicial. El sistema iñterñacioñal de derechos humaños fue creado eñ 

proteccio ñ de las persoñas, lo que presupoñe que los derechos que se recoñoceñ 

soñ exigibles jurisdiccioñalmeñte y ño depeñdeñ de la discrecioñalidad de la 

admiñistracio ñ o el legislador. El artí culo 2.1 del PIDESC establece que “…los 

Estados Parte (…) se comprometeñ a adoptar medidas (…) para lograr 

progresivameñte por todos los medios apropiados (…) la pleña efectividad de los 

derechos aquí  recoñocidos”. El Comite  de Derechos Ecoño micos Sociales y 

Culturales iñterpreto  la disposicio ñ trañscripta (Observacio ñ Geñeral N° 3 “La 

í ñdole de las obligacioñes de los estados partes”) eñ el señtido de que “…la 

adopcio ñ de medidas legislativas, como se preve  coñcretameñte eñ el Pacto, ño 

agota por sí  misma las obligacioñes de los Estados Partes. Al coñtrario, se debe 

dar a la frase "por todos los medios apropiados" su sigñificado pleño y ñatural. 

(…) Eñtre las medidas que cabrí a coñsiderar apropiadas, adema s de las 

legislativas, esta  la de ofrecer recursos judiciales eñ lo que respecta a derechos 

que, de acuerdo coñ el sistema jurí dico ñacioñal, puedañ coñsiderarse 
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justiciables. El Comite  observa, por ejemplo, que el disfrute de los derechos 

recoñocidos, siñ discrimiñacio ñ, se fomeñtara a meñudo de mañera apropiada, eñ 

parte mediañte la provisio ñ de recursos judiciales y otros recursos efectivos”. Así  

se sostuvo eñ el ya citado voto emitido eñ el precedeñte “Toloza”: “cuañdo el 

artí culo 2.1 del PIDESC, establece que los Estados Partes debeñ adoptar medidas 

especialmeñte ecoño micas y te cñicas para lograr el desarrollo progresivo de los 

derechos sociales, se refiere a las medidas legislativas como uña de las formas 

privilegiadas para lograr ese objetivo, pero ello ño descarta, ñi la existeñcia de 

otras ñi la exigibilidad iñmediata de los derechos sociales auñ siñ medidas 

legislativas eñ vigor. De otra forma ño podrí a compreñderse que todas las 

persoñas teñgañ derecho a uñ recurso señcillo y ra pido —como por ejemplo este 

amparo— o a cualquier otro medio efectivo para que jurisdiccioñalmeñte se las 

proteja coñtra actos que violañ sus derechos fuñdameñtales recoñocidos eñ la 

Coñstitucio ñ, como lo soñ el derecho a la vivieñda digña, la 30/10/23, 17:16 9/14 

proteccio ñ iñtegral a la familia y el iñtere s superior del ñiñ o (coñf. art. 25, CADH), 

que se discuteñ eñ este expedieñte”. Eñ defiñitiva, los jueces esta ñ facultados a 

desplegar uña actividad correctiva de cualquier omisio ñ del Estado que vulñere 

derechos fuñdameñtales. Es ma s, esta ñ obligados coñstitucioñal y 

coñveñcioñalmeñte a hacerlo.  

Actualmeñte queremos hacer saber que existe uñ acuerdo firmado del miñisterio 

de defeñsa, y otros orgañismos cedieñdo los terreños de castelar sur, eñ el mes de 
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septiembre de 2023, por lo cual ño es dable que se tomeñ la atribucio ñ del 

desalojo.-  

IV.- SOLICITAMOS MEDIDA CAUTELAR. PROHIBICION DE INNOVAR. –  

Solicitamos a VS ordeñe coñ cara cter de medida cautelar y eñ forma urgeñte, la 

medida cautelar de NO INNOVAR mañteñieñdo la situacio ñ de hecho o de derecho 

al momeñto de ser decretada, hasta tañto se resuelva el foñdo de la cuestio ñ, y se 

ordeñe prohibir o suspeñder -segu ñ correspoñda- cualquier hecho y/o iñteñto de 

desalojo que perturbe e iñteñte violeñtar ñuestra vivieñda y ñuestros derechos 

como ciudadaños. Todo esto, teñieñdo eñ coñsideracio ñ que allí  vivimos y 

aseñtamos ñuestra familia - coñ meñores de edad - eñ uñ clima de sereña 

cordialidad y colaboracio ñ eñtre todos los veciños, coñstituyeñdo uña verdadera 

comuñidad y ayuda ñdoños mutuameñte eñtre todos los veciños del Barrio 

Aeroña utico. Si bieñ el plazo eñ el que formulamos ñuestro requerimieñto es 

escaso, la omisio ñ eñ su resolucio ñ, freñte al iñmiñeñte desalojo, ño ños deja otro 

medio ma s ido ñeo que el de acudir a la justicia para obteñer la URGENTE TUTELA 

DE NUESTROS DERECHOS y los de ñuestro grupo familiar. Eñ tal señtido 

correspoñde señ alar que el CPCC, habilita el dictado de medidas cautelares por 

parte de jueces, eñ supuestos de grave urgeñcia. Eñ el supuesto que se describe 

V.S. podra  verificar dicha circuñstañcia, ateñto al iñmiñeñte desalojo de ñuestras 

familias, situacio ñ evideñcia la urgeñcia exigida por la ñorma procesal, para 

habilitar el dictado de la medida cautelar solicitada; pues, si se difiere el 

tratamieñto de esta para uña oportuñidad ulterior eñ el tra mite del preseñte 
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proceso, se geñerarí a uña violacio ñ del derecho a la tutela judicial coñtiñua y 

efectiva. Eñ igual señtido, la Corte Suprema de Justicia de la Nacio ñ, eñ la causa 

“Defeñsor del Pueblo de la Nacio ñ”, ha expresado que, siñ perjuicio de la 

resolucio ñ que correspoñda adoptar respecto de su competeñcia, “le correspoñde 

al Poder Judicial de la Nacio ñ buscar los camiños que permitañ garañtizar la 

eficacia de los derechos, y evitar que estos seañ vulñerados, como objetivo 

fuñdameñtal y rector a la hora de admiñistrar justicia y de tomar decisioñes eñ 

los procesos que se someteñ a su coñocimieñto, sobre todo cuañdo esta  eñ juego 

el derecho a la vida y a la iñtegridad fí sica de las persoñas. No debe verse eñ ello 

uña iñtromisio ñ iñdebida del Poder Judicial cuañdo lo u ñico que se hace es teñder 

a tutelar derechos, o suplir omisioñes eñ la medida eñ que dichos derechos 

puedañ estar lesioñados (cfr. causa citada precedeñtemeñte; Fallos: 328:1146)” 

(D. 587. XLIII. Origiñario. "Defeñsor del Pueblo de la Nacio ñ c/ Estado Nacioñal y 

otra s/ proceso de coñocimieñto", Res. del 18-IX-2007, coñsiderañdo 3). La 

medida cautelar solicitada busca “impedir que la preteñsio ñ priñcipal, por efecto 

del trañscurso del tiempo, carezca de eficacia al momeñto de dictarse uñ 

proñuñciamieñto defiñitivo eñ la causa” (“Toricelli, Alberto O. c/ Estado Nacioñal 

s/ Amparo”, Juzgado Federal Nº 1 de Rosario)  

 

V.- LA ACCION DE AMPARO. –  

La preseñte accio ñ legitima -art. 43 de la Coñstitucio ñ Nacioñal- a “toda persoña 

puede ejercer accio ñ expedita, ra pida y gratuita de amparo, siempre que ño exista 
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otro medio judicial ma s ido ñeo, coñtra todo acto u omisio ñ de autoridades 

pu blicas o de particulares que eñ forma actual o iñmiñeñte, lesioñe, restriñja, 

altere o ameñace coñ arbitrariedad o ilegalidad mañifiesta, derechos y garañtí as 

recoñocidos por la Coñstitucio ñ Nacioñal, los tratados iñterñacioñales, las leyes 

de la Nacio ñ, la preseñte Coñstitucio ñ, las leyes dictadas eñ su coñsecueñcia y los 

tratados iñterjurisdiccioñales eñ los que la Ciudad es parte...”.  

 

VI.- REQUISITOS FORMALES DE ADMISIBILIDAD DE LA ACCION DE AMPARO. 

– Coñforme lo determiña el art. 43 de la Coñstitucio ñ Nacioñal, la procedeñcia de 

la accio ñ de amparo se eñcueñtra supeditada a la existeñcia de determiñados 

requisitos, a saber:  

1. ACTO U OMISIO N DE AUTORIDAD PUBLICA DE UN PARTICULAR De acuerdo 

coñ lo detallado eñ los aca pites precedeñtes, existe por parte de la Fuerza Ae rea 

Argeñtiña lesioña, y ameñaza, eñ forma actual o iñmiñeñte, derechos y garañtí as 

recoñocidos por la Coñstitucio ñ Nacioñal DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA / 

DERECHO A LA PROPIEDAD. Siñ perjuicio de lo expresado ut-supra, me permito 

meñcioñar los dichos del Dr. Osvaldo Alfredo Gozaí ñi “...Obse rvese que el acto 

lesivo que caracteriza el artí culo 43 de la CN expañde la ateñcio ñ al juzgamieñto 

de hechos, actos u omisioñes de autoridades pu blicas o de particulares...” 

(GOZAINI, Osvaldo Alfredo, “El derecho de amparo”, Ed. Depalma, pa giña 79), y 

abuñda dicha postura, los expresado por el Dr. Quiroga Lavie “ ... las circuñstañcias 

siempre 30/10/23, 17:16 10/14 gobierñañ la vida del derecho. Que el derecho ño 
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preteñda ñegar las circuñstañcias, coñ el resultado de iñstalar el desamparo de 

los derechos” (QUIROGA LAVIE, He ctor, “Actualidad eñ la jurisprudeñcia sobre 

amparo”, pa g. 1057). Eñ este señtido, el art. 1 de la ley 16.986 requerí a que el acto 

u omisio ñ impugñado lesioñe, restriñja, altere o ameñace, eñ forma actual o 

iñmiñeñte, derechos y garañtí as recoñocidos por la Coñstitucio ñ Nacioñal. Este 

priñcipio fue reforzado y ampliado por la reforma coñstitucioñal de 1994, 

abarcañdo eñ el preseñte todos los derechos y garañtí as recoñocidos por la 

Coñstitucio ñ, los tratados y las leyes. La coñducta de Fuerza ae rea Argeñtiña 

eñcuadra deñtro de las previsioñes tañto del art. 321 Iñc 2 del CPCCN como del 

art. 43 de la Coñstitucio ñ Nacioñal, toda vez que a raí z de la ñarrado se lesioñañ 

los derechos coñstitucioñales, priva ñdoños de mañera arbitraria del acceso a uña 

vivieñda digña , que como se expuso resulta ser uñ derecho fuñdameñtal, 

recoñocido tañto por la Coñstitucio ñ Nacioñal (art. 14, 14 bis y 75 iñc. 22 CN) 

como por los distiñtos pactos iñterñacioñales de los que la Repu blica Argeñtiña 

es parte (arts. 12 del PIDESC, arts. I y XI de la DADDH, arts. 3 y 25 de la DUDH). 

Por todo ello es que estimo que V.S. debe arbitrar las medidas ñecesarias a fiñ de 

que la demañdada cese eñ su coñducta lesiva, garañtiza ñdoños ñuestra vivieñda. 

2. DAN O REAL Y ACTUAL A LOS DERECHOS DE ACCESO A LA VIVIENDA. Auñ 

cuañdo la ñaturaleza de los derechos, juñtameñte coñ los claros precedeñtes 

jurisprudeñciales, me eximirí a de toda explicacio ñ, es coñveñieñte señ alar que el 

art. 43 de la CN ha exteñdido la procedeñcia del amparo a aquellos derechos que 

surgeñ de los tratados iñterñacioñales; de esta forma queda iñdudablemeñte 
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ampliado el marco ma s acotado que dispoñí a la legislacio ñ procesal añtes de la 

reforma de 1994 a la C.N., eñ especial teñie ñdose preseñte la jerarquí a de las 

ñormas por lo que resulta iññecesario exteñderños acerca de la procedeñcia del 

amparo por razo ñ de la materia.  

3. ARBITRARIEDAD O ILEGALIDAD MANIFIESTA El accioñar de la Fuerza Ae rea 

resulta mañifiestameñte coñtrario al ordeñ jurí dico vigeñte, lo que surge del mero 

ejercicio comparativo eñtre la coñducta atacada y la ñormativa aplicable eñ la 

materia, citada eñ el preseñte, vulñerañdo el derecho a uña vivieñda digña coñ la 

mera iñteñcio ñ de despojarños de ella. De esta mañera, la demañdada violeñta 

abiertameñte el ordeñamieñto legal al ño garañtizar la prestacio ñ ba sica del 

acceso a uña vivieñda digña, coñtradicieñdo su accioñar coñ la legislacio ñ 

aplicable, lo que aparece a todas luces como uña ilegalidad mañifiesta, como fue 

expuesto añteriormeñte. Nos permitimos recordar que, al existir uña palmaria 

lesio ñ a los derechos coñstitucioñales, el priñcipio de la supremací a 

coñstitucioñal resulta de aplicacio ñ iñevitable, ya que los magistrados tieñeñ por 

fuñcio ñ primordial velar por el debido respeto a los derechos y garañtí as 

coñstitucioñales (Fallos 306:400). La "mañifiesta" arbitrariedad o ilegalidad 

exigida por el art 43 de la C. Nac. ño requiere "... que so lo sea posible atacarlos 

cuañdo el vicio deñuñciado posea uña eñtidad de tal magñitud que resulte posible 

recoñocerlo siñ el meñor aña lisis. Lo que exige la ley eñ este aspecto para abrir la 

competeñcia de los o rgaños judiciales es, simplemeñte, que la restriccio ñ de los 

derechos coñstitucioñales provocada por uñ acto u omisio ñ de autoridad sea 



32 
 

clarameñte iñdividualizada por el accioñañte, que se iñdique coñ precisio ñ el o 

los derechos lesioñados, resulte verosí mil su existeñcia y pueda evideñciarse coñ 

ñitidez eñ el curso de uñ breve debate" (CN Coñt. Adm., Sala II, 13-7-76, ED 69-

293). Siñ embargo, y por uñ priñcipio de eveñtualidad, recordamos que la Corte 

Suprema habí a iñterpretado dicha parte del iñc. d) de la ley de amparo eñ forma 

favorable a la procedeñcia de la ví a procesal, al afirmar que "... siempre que 

aparezca de uñ modo claro y mañifiesto la ilegitimidad de uña restriccio ñ 

cualquiera a alguño de los derechos eseñciales de las persoñas, así  como el dañ o 

grave e irreparable que se causarí a remitieñdo el exameñ de la cuestio ñ a los 

procedimieñtos ordiñarios admiñistrativos o judiciales, correspoñde que los 

jueces restablezcañ de iñmediato el derecho restriñgido por la ra pida ví a del 

amparo ("Marí a Teresa Mayorca de Iñgroñe c/ Coñsejo Nacioñal de Educacio ñ y 

otro", voto del Dr. Risolí a 7.7.67, Fallos 268: 159; causa "Carlos Jose  Outoñ y 

otros", 29.3.67, Fallos 267: 215; "Areñzo ñ, ...", ya citado, (Fa¬llos 306:399); "Radio 

Uñiversidad del Litoral, ..." (Fallos 306:1253); eñtre muchí simos otros).  

4. INEXISTENCIA DE UN MEDIO JUDICIAL MA S IDO NEO. Respecto de la 

iñexisteñcia de uñ medio judicial ma s ido ñeo a los fiñes de tutelar el derecho 

coñstitucioñal de acceder a uña vivieñda digña , resulta ilustrativo citar el 

siguieñte fallo por 30/10/23, 17:16 11/14 dema s esclarecedor sobre el tema: 

“Aparecieñdo de modo claro y mañifiesto la ilegitimidad de la restriccio ñ, la 

existeñcia de procedimieñtos admiñistrativos previos o paralelos ño soñ, eñ el 

caso, obsta culo para la procedeñcia del amparo, eñ razo ñ de estimarse que el 
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tra ñsito por ellos traerí a aparejado uñ dañ o grave e irreparable, cual serí a la 

pe rdida del perí odo lectivo...” (Ca mara Nacioñal de Apelacioñes eñ lo Federal de 

Meñdoza del 22 de juñio de 1983 "Moreño, Juañ J." La Ley, 1984-A, 118); por otro 

lado eñ autos “Ballestero, Jose  s/ Accio ñ de Amparo” C.S. octubre 4/994, se 

sostuvo que “la Accio ñ de Amparo coñstituye uñ remedio de excepcio ñ, cuya 

utilizacio ñ esta  reservada para aquellos casos eñ que la careñcia de otras ví as 

legales aptas para resolverlas pueda afectar derechos coñstitucioñales, ma xime 

cuañdo su apertura requiere circuñstañcias muy particulares, caracterizadas por 

la existeñcia de arbitrariedad e ilegalidad mañifiesta, y la demostracio ñ, por 

añ adidura, de que el dañ o coñcreto y grave ocasioñado so lo puede eveñtualmeñte 

ser reparado acudieñdo a la ví a urgeñte y expedita del citado proceso 

coñstitucioñal”. Cabe señ alar tambie ñ que la jurisprudeñcia añterior a la reforma 

coñstitucioñal ño requerí a el agotamieñto de los procedimieñtos admiñistrativos 

y por eñde mucho meños se lo podrí a exigir ahora debido a que la reforma de 

1994 ha elimiñado como requisito para la viabilidad del amparo la iñexisteñcia 

de procedimieñto admiñistrativo dejañdo solameñte subsisteñte aque l que hace 

refereñcia a la iñexisteñcia de otro medio judicial ma s ido ñeo. Coñ respecto a la 

posibilidad de utilizar otro medio judicial ma s ido ñeo, la demora que se 

producirí a esperañdo la resolucio ñ jurisdiccioñal y eñ ateñcio ñ a la urgeñcia que 

requerimos , impedirí a la tutela efectiva de sus derechos eñ cuestio ñ, puesto que 

el preseñte caso requiere uña solucio ñ urgeñte. Al respecto la Corte Suprema de 

Justicia de la Nacio ñ ha sosteñido que "si bieñ la accio ñ de amparo ño esta  
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destiñada a reemplazar los medios ordiñarios para la solucio ñ de las 

coñtroversias (Fallos 300:1033 –La Ley, 1979-C, 605–) su exclusio ñ por la 

existeñcia de otros recursos ño puede fuñdarse eñ uña apreciacio ñ merameñte 

ritual, toda vez que la iñstitucio ñ tieñe por objeto uña efectiva proteccio ñ de 

derechos ma s que uña ordeñacio ñ o resguardo de competeñcias (Fallos 299:358, 

417 y 305:307)" (CS, Julio 8-997 .- Mases de Dí az Colodrero, Marí a A. C/ Proviñcia 

de Corrieñtes, Doctriña Judicial, Añ o XIV, Nº 20, p. 168, Bueños Aires, La Ley, 

1998). La Sala III de la Excma. Ca mara Nacioñal Federal Coñteñcioso 

Admiñistrativo, (17.9.84, La Ley 1984-D-360) admitio  que demostrada que fuere 

la irreparabilidad del perjuicio derivado de la espera de uña decisio ñ eñ el a mbito 

admiñistrativo, resulta procedeñte la ví a judicial de la accio ñ de amparo. Tambie ñ 

se ha admitido la viabilidad del amparo cuañdo ño existañ otras ví as (judiciales o 

ño) que permitañ obteñer "adecuada" proteccio ñ jurisdiccioñal (LL 112-796, 

"Olmedo, He ctor" C. Nac. Civil, Sala F, 7-5-83). Es ma s, lo iñdispeñsable a añalizar 

ño es que exista uña ví a procesal alterñativa, siño que lo que hay que coñsiderar 

iñexcusablemeñte, es si tal tra mite es aute ñticameñte operativo para eñfreñtar el 

acto lesivo (Sagu es, ob. cit. pa g. 169). Este criterio fue tambie ñ adoptado por la 

Corte Suprema de Justicia desde hace muchos añ os, resultañdo hoy doctriña 

pací fica y de iñevitable aplicacio ñ al caso de autos, aquel pasaje ya citado que 

sostieñe que "... siempre que aparezca de mañera clara y mañifiesta la ilegitimidad 

de uña restriccio ñ cualquiera a alguño de los derechos eseñciales de las persoñas, 

así  como el dañ o grave e irreparable que se causarí a remitieñdo el exameñ de la 
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cuestio ñ a los procedimieñtos ordiñarios admiñistrativos o judiciales, 

correspoñde que los jueces restablezcañ de iñmediato el derecho restriñgido por 

la ra pida ví a del amparo (Fallos: 241:291; 280:228; 147:738;) ("Areñzo ñ, ...", 

ob.cit., coñs. 4°; el subrayado ño esta  eñ el origiñal). Eñ este señtido se ha 

sosteñido que "Al exigirse la existeñcia de otros medios judiciales para ñegar iñ 

limiñe el acceso al amparo, ello sigñifica que aquellos debeñ osteñtar la misma 

eficacia, la cual ño se logra si la demora eñ los tra mites pudiera hacer ilusoria o 

ma s gravosa la decisio ñ que eñ defiñitiva se dicte, pues, ello importarí a el 

cerceñamieñto de los derechos de defeñsa" (Voto del Dr. Coviello CNFed. 

Coñt.Adm., Sala V, ñov 22 -1996- "Metrogas S.A. c/Eñte Nacioñal Regulador del 

Gas"). Este mismo criterio fue adoptado por la sala D de la Ca mara Nacioñal eñ lo 

Civil al sosteñer que "sieñdo el amparo el medio eficaz ño es posible lograr ese 

objeto por otras ví as legales ma s leñtas" (CNCiv., Sala D, 19 abr. 1968 - E.D. 23-

427). Por su parte, Augusto Morello, opiña que a partir de la reforma de la CN de 

1994, la accio ñ de amparo juega como uña alterñativa priñcipal y ño subsidiaria, 

utiliza ñdose otras ví as solo cuañdo seañ ma s ido ñeas, eficaces, u tiles y efectivas, 

circuñstañcia esta u ltima que coñsidera excepcioñal (Morello, Augusto eñ "Diario 

de J.A." 28 de diciembre de 1994). Eñ este mismo señtido se ha proñuñciado 

Gordillo: "la mayor o meñor idoñeidad de uña ví a judicial para ser preferida a otra 

ha de estar dada por su mayor meñor brevedad, señcillez y eficacia para la tutela 

de los derechos coñstitucioñales" (Gordillo, Agustí ñ "Tratado de Derecho 

Admiñistrativo" T. 1 Ed. Macchi.). Surge clarameñte el dañ o irreparable que 
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producirí a remitir la cuestio ñ a los procedimieñtos ordiñarios, por lo que 

eñteñdemos que resultarí a mañifiestameñte improcedeñte que se formuleñ 

objecioñes a la procedeñcia del amparo sobre esta base. 30/10/23, 17:16 12/14  

 

VII) PRUEBA:  

Esta parte procesal se valdra  de la siguieñte prueba,  

1. DOCUMENTAL:  

-Adjuñtamos copia de D.N.I. de los actores.  

-Iñforme me dico de Gladys Moreira doñde se acredita su grave estado de salud y 

su discapacidad avañzada 

 -Iñforme Me dico de Armijo Ferñañdo doñde se acredita su estado de salud.  

-Iñforme me dico de la familia de Niña Laura Flores 

-Recibos de sueldos doñde se acredita la permañeñcia y los servicios prestados a 

la Fuerza Ae rea Argeñtiña  

-Coñtratos de adjudicacio ñ de vivieñda.  

-Cuañta bañcaria del Bañco Proviñcia doñde se deposita mes a mes el diñero. 

 -Decreto N° 17084/46  

- Historial de Juzgados Iñterviñieñtes  
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-Acuerdo firmado eñ mayo 2023 y septiembre 2023, sobre la cesio ñ de terreños 

que se preteñdeñ desalojar.-  

-DNI de los hijos meñores de la señ ora NINA LAURA FLORES (AGUSTIN VALLE; 

LEANDRO ROJAS Y EMANUEL ROJAS) 

-CUD de los tres meñores 

-DNI del marido de la señ ora NINA LAURA FLORES (RICARDO ROJAS) 

-Cedula de ñotificacio ñ N°49 emitida por el orgañismo de la fuerza ae rea para 

dispoñer de la vivieñda de la Sra. NINA LAURA FLORES. 

2. RECONOCIMIENTO DEL LUGAR:  

Para que tomeñ coñocimieñto de lo mañifestado doñde somos 140 Familias las 

que vivimos allí  coñ el objetivo de esclarecer y apreciar los hechos que estime 

ñecesario o coñveñieñte coñsisteñte eñ el exameñ del lugar.  

3. INFORMATIVA.  

Para el supuesto e hipote tico caso que se descoñozca la auteñticidad de la cueñta 

del Bañco Proviñcia deñuñciado eñ los preseñtes actuados, solicitamos a VS. 

Ordeñe librar oficio a dicha eñtidad bañcaria a fiñ de iñformar la titularidad de la 

cueñta y registro de trañsfereñcia realizadas por los actores.  

 

VIII- DERECHO:  
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Fuñdo la preseñte demañda eñ los artí culos citados ut supra de la Coñstitucio ñ 

Nacioñal, legislacio ñ coñcordañte y Pacto de Sañ Jose  de Costa Rica. Citamos eñ 

este coñtexto al autor Nicolas Perroñe que trañsmite su idea sobre este derecho 

expuesto: El derecho de propiedad como uñ derecho humaño: La categorí a de 

derechos humaños se refiere a derechos que haceñ a la digñidad humaña, y cuyo 

respeto esta  í ñtimameñte relacioñado coñ la posibilidad de cada sujeto de poder 

realizar su plañ de vida (1067). Se trata de uñ ñu cleo vital de relacioñes que ño 

puedeñ ser alteradas legí timameñte por ñiñgu ñ tercero. Eñ este señtido, estos 

derechos coñsagrañ uñ coñcepto moderño de Estado de Derecho, es decir, se trata 

de lí mites que esta ñ por sobre los Estados ñacioñales. Eñtoñces, eñ primer lugar, 

correspoñde determiñar, respeto del derecho de propiedad, que  aspectos de este 

derecho se eñcueñtrañ deñtro de este ñu cleo vital para el desarrollo subjetivo, y 

difereñciarlos de otros que —si bieñ se refiereñ a esta relacio ñ particular eñtre el 

sujeto y la cosa — ño soñ eseñcia- les para la digñidad de la persoña. Por supuesto, 

para realizar esta distiñcio ñ es ñecesario defiñir que  eñteñdemos por digñidad. 

Al respecto, como se dijera al empezar, debe teñerse eñ mira que ñiñguña medida 

puede afectar el plañ de vida de uñ sujeto, si e ste ño iñterfiere irrazoñablemeñte 

coñ el plañ de los dema s. La legitimidad de uña medida pu blica esta  dada por el 

respeto de este ñu cleo de derechos, a partir de los cuales todos los seres humaños 

puedeñ, poteñcialmeñte, alcañzar sus expectativas. Lo que ño sigñifica que todos 

efectivameñte cumplañ coñ ellas. El derecho de propiedad debe ser coñsiderado 

parte de esta categorí a eñ la medida que es uñ medio para realizar ese proyecto 
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de vida. Por el coñtra- rio, cuañdo el fiñ eñ sí  mismo es el derecho de propiedad, 

es decir, acreceñtar esa relacio ñ sujeto - cosa cuañtitativameñte, queda fuera de 

este eñtramado. El derecho ño debe garañtizar que los sujetos cumplañ su plañ 

de vida, siño simplemeñte permitir su realizacio ñ. La Comisio ñ Iñteramericaña 

de Derechos Humaños ha sosteñido que los derechos humaños excluyeñ la 

proteccio ñ de la relacio ñ que se establece eñ- tre uña persoña jurí dica y uña cosa. 

Por su parte, la Corte Iñteramericaña de Derechos Humaños ha hecho alguñas 

coñsideracioñes al respecto eñ el caso Cañtos (1068). Eñ ese precedeñte, la Corte 

IDH puñtualiza que esa uñio ñ de persoñas materializada por uña sociedad puede 

teñer por objeto coñseguir los medios ba sicos para uña subsisteñcia digña. Eñ ese 

señtido, afirma que ño puede afirmarse que uña actividad 30/10/23, 17:16 13/14 

p g , q p q tieñde a geñerar ma s propiedad, cuañdo aque lla tieñe por miras proveer 

los medios para cumplir uñ plañ de vida. Es evideñte que el ser humaño, por su 

sola coñdicio ñ de existir, coñsume recursos que soñ de su propiedad, pero esas 

cosas se obtieñeñ para poder existir, y así  cumplir coñ uñ proyecto de vida. Por lo 

tañto, la geñeracio ñ de producto por la actividad propia de cada sujeto, eñ 

te rmiños geñerales el resultado del trabajo es protegido como uñ medio para 

desarrollarse. Esta descripcio ñ del origeñ de la relacio ñ sujeto - objeto es u til para 

limitar los alcañces de la propiedad como derecho humaño: las mañzañas que uña 

persoña pueda comer, o las tierras que pueda trabajar. Vale decir, la garañtí a so lo 

se proyectarí a sobre los medios eseñciales para poder alcañzar su proyecto de 

vida. Esto ño sigñifica que el derecho humaño de propiedad garañtice que todos 
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teñgañ medios suficieñtes para ello. El derecho de propiedad como derecho 

humaño esta  coñformado, eñtoñces, por dos aristas priñcipales: la primera es ese 

grupo de cosas ñecesarias, eñ te rmiños razoñables, para el desarrollo del sujeto; 

mieñtras que la seguñda es el producto del trabajo persoñal e iñtelectual de la 

persoña, es decir, las cosas materiales o iñmateriales que a partir de su 

iñteraccio ñ coñ el muñdo exterño soñ creadas o producidas. (Autor Nicola s M. 

Perroñe)  

 

IX.- AUTORIZACIONES:  

Por la preseñte autorizamos a la Dra. Dañiela Alvarez y al Dr. Lucas Horacio 

Marchioli (T°144 F°932 CPACF)  a preseñtar escritos, retirar documeñtacio ñ, 

extraer fotocopias y, eñ caso de que el expedieñte ño fuera exhibido, dejar 

coñstañcia de ello eñ el libro de asisteñcias – coñforme Arts. 133 y 134 CPCCN - y 

dema s diligeñcias teñdieñtes a compulsar les preseñtes actuacioñes.  

 

X. - RESERVA DEL CASO FEDERAL  

Para el hipote tico supuesto que V.S. y eveñtualmeñte la Ca mara de Apelacioñes 

rechaceñ la procedeñcia de la accio ñ iñteñtada, dejo plañteada la reserva de caso 

federal coñforme el texto expreso del Art. 14 de la ley 48 a fiñ de coñtar coñ la 

posibilidad de acceder a la Corte Suprema de Justicia de la Nacio ñ a trave s del 

Recurso Extraordiñario Federal por cuestioñarse uñ acto u omisio ñ de autoridad 
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pu blica eñ flagrañte coñtradiccio ñ coñ lo establecido expresameñte eñ la 

Coñstitucio ñ Nacioñal, Coñstitucio ñ de la Ciudad Auto ñoma de Bueños Aires y 

dema s derechos, ñormas y priñcipios coñstitucioñales iñvocadas eñ la preseñte 

accio ñ. Pido se teñga ello preseñte. –  

 

XI – EXIME DE PAGO TASA DE JUSTICIA: 

 De acuerdo coñ lo dispuesto por el art. 13 iñciso b) de la ley 23.898 la accio ñ de 

amparo esta  exeñta del pago de tasa judicial.   

 

XII- PETITORIO:  

Por todo lo expuesto, a V.S. le solicitamos que:  

a) Se ños teñga por preseñtados por derecho propio y coñ patrociñio de letrado, 

por parte eñ el cara cter iñvocado y coñ domicilio ad litem coñstituidos y viñcula 

la preseñte al domicilio electro ñico deñuñciado;  

b) Se teñga preseñte la prueba documeñtal acompañ ada y la dema s ofrecida;  

c) Se habiliteñ dias y horas para poder tratar el pedido.- 

d) Se haga lugar a la medida cautelar de NO INNOVAR solicitada;  

e) Se teñga preseñte la reserva del caso federal iñvocada.  

f) Se teñga por coñferidas las autorizacioñes dispuestas.  
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g) Se haga lugar a la demañda de amparo iñterpuesta por esta parte, ordeñañdo 

al demañdado a ño desalojarños por las razoñes y fuñdameñtos precedeñtemeñte 

expuestos.  

Proveer de coñformidad, 

                                                SERA JUSTICIA 
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